Radicación:  66001 31 07 002 2020 00017 01

Accionante: Jaime Peñaloza Galvis  

Accionado: Gobernación de Risaralda   

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DERECHO AL TRABAJO / NOMBRAMIENTO EN CARGO ADMINISTRATIVO / TÉRMINO PARA TOMAR POSESIÓN / PRÓRROGA POR CAUSA JUSTIFICADA.
… la Sala considera que no es necesario entrar a hacer mayores elucubraciones para concluir que no le asiste la razón en sus dichos al accionante, al aseverar que no debió declararse una carencia de objeto por parte del Juez de primera instancia, por persistir la supuesta vulneración de sus derechos fundamentales. (…)
… la Gobernación de Risaralda, mediante comunicación del 1º de abril de 2020 le comunicó al señor Jaime Peñaloza su nombramiento en el cargo ofertado, para lo cual, a la luz de lo consagrado en el artículo 2.2.5.1.7 del Decreto 1083 de 2015, previo a la posesión, él debía proceder a aceptar esa postulación, y a partir de allí, la nominadora contaba con el término de 10 días hábiles, prorrogable hasta por 90 días hábiles más, para materializar el acto de posesión…
… vemos que el mismo accionante reconoció que aceptó su nombramiento mediante correo electrónico en las calendas del 14 de abril de 2020, acorde con lo cual, los términos ordinarios para materializar el acto de la posesión vencían un día después de la presentación de su escrito de impugnación, esto es, la Gobernación de Risaralda tenía hasta el 28 de abril de 2020, prorrogables por causa justificada hasta por 90 días hábiles más.
Ahora, frente a dicha hipótesis de “justificación”, en el hipotético caso de no haberse respetado estrictamente los términos para el acto de posesión del accionante, para la Sala, la situación histórica que se vive a nivel mundial, relacionada con el virus Covid 19… puede válidamente llegar a generar dificultades en la materialización de actuaciones administrativas como las pretendidas por el hoy accionante.
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	Accionante: 
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	Gobernación de Risaralda   

	Decisión: 
	Confirma


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAIME PEÑALOZA GALVIS, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en las calendas del 22 de abril de 2020, mediante el cual declaró la carencia de objeto por hecho superado en la acción de tutela instaurada por el recurrente en contra de la GOBERNACIÓN DE RISARALDA.
ANTECEDENTES:
Refirió el accionante que participó para el cargo identificado con el OPEC 23472, denominado Técnico Administrativo Código 367 Grado 4, dentro del Proceso de Selección 652 de 2018 de la Gobernación de Risaralda, ocupando el lugar # 5 en la lista de elegibles conformada mediante Resolución CNSC 20202230033135 del 14 de febrero de 2020, para proveer 7 vacantes. Que el 2 de abril de 2020 se cumplieron los 10 días hábiles consagrados en el artículo 9º del Acuerdo 562 de 2016 de la CNSC, con los que contaba la Gobernación de Risaralda para realizar su nombramiento y posesión en período de prueba, sin haber cumplido con tal deber. 
PRETENSIONES:

Acorde con lo anterior, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales al acceso a la carrera administrativa por meritocracia, igualdad, trabajo y debido proceso, y consecuentemente, se le ordene a la Gobernación de Risaralda que en un término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la sentencia, proceda a materializar su nombramiento y posesión en período de prueba en el cargo aludido al inicio. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 13 de abril hogaño, por medio del cual ordenó la notificación y traslado al Gobernador, al Secretario de Comisión de Personal del Departamento de Risaralda, al Director de Administración de Carrera Administrativa y al Gerente de Convocatoria Territorial Centro Oriente de la Comisión Nacional de Servicio Civil.  
Más adelante, tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 22 de abril de 2020, declarar la carencia de objeto por hecho superado, puntualizando que si bien la acción de tutela devenía como improcedente para los fines perseguidos por el accionante, lo cierto es que la Gobernación de Risaralda había realizado las gestiones administrativas que él reclamaba en este caso para su nombramiento en el cargo de Técnico Administrativo de dicho Organismo Territorial. 
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial argumentó que no estaba de acuerdo con lo decidido por el Despacho de primer nivel, porque si bien a él se le notificó vía correo electrónico la decisión de la Gobernación de realizar el nombramiento en período de prueba en los términos del Decreto artículo 1083 de 2015, también es cierto que él manifestó en las calendas del 14 de abril de 2020 por el mismo medio que aceptaba dicho nombramiento, pese a lo cual, a la fecha de interposición del recurso de impugnación de esta tutela, no había sido posesionado en la entidad. 
Así las cosas, considera que aún se le están vulnerando sus derechos fundamentales, porque la simple notificación del Decreto 459 del 1º de abril de 2020 no le garantiza el acceso al empleo.  
Refirió que no está de acuerdo con lo afirmado por el Juez de primera instancia, quien sostuvo que en su caso no hay evidencia de un perjuicio irremediable, puesto que él está desempleado y tiene a su cargo dos hijos menores de edad. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 
El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si la decisión de primer grado estuvo acertada al considerar que en esta acción operó la figura jurídica de la carencia de objeto por hecho superado, o si por el contrario, le asiste razón al recurrente al afirmar que persiste la vulneración de sus derechos fundamentales por parte de la Gobernación de Risaralda, al no materializar el acto de posesión en el cargo de Técnico Administrativo. 
· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

A efectos de zanjar la problemática suscitada en esta oportunidad, la Sala considera que no es necesario entrar a hacer mayores elucubraciones para concluir que no le asiste la razón en sus dichos al accionante, al aseverar que no debió declararse una carencia de objeto por parte del Juez de primera instancia, por persistir la supuesta vulneración de sus derechos fundamentales. 
Para explicarnos mejor, debemos partir por el hecho consistente en que efectivamente el señor Jaime ocupó el lugar # 5 de la lista de elegibles del cargo Técnico Admirativo de la Gobernación Risaralda, convocado mediante concurso abierto de méritos de la CNSC.  
Acorde con lo anterior, la Gobernación de Risaralda, mediante comunicación del 1º de abril de 2020 le comunicó al señor Jaime Peñaloza su nombramiento en el cargo ofertado, para lo cual, a la luz de lo consagrado en el artículo 2.2.5.1.7 del Decreto 1083 de 2015, previo a la posesión, él debía proceder a aceptar esa postulación, y a partir de allí, la nominadora contaba con el término de 10 días hábiles, prorrogable hasta por 90 días hábiles más, para materializar el acto de posesión, veamos: 

“Plazos para la posesión. Aceptado el nombramiento, la persona designada deberá tomar posesión del empleo dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. Este término podrá prorrogarse, por escrito, hasta por noventa días (90) hábiles más, si el designado no residiere en el lugar de ubicación del empleo, o por causa justificada a juicio de la autoridad nominadora.”
En ese orden, vemos que el mismo accionante reconoció que aceptó su nombramiento mediante correo electrónico en las calendas del 14 de abril de 2020, acorde con lo cual, los términos ordinarios para materializar el acto de la posesión vencían un día después de la presentación de su escrito de impugnación, esto es, la Gobernación de Risaralda tenía hasta el 28 de abril de 2020, prorrogables por causa justificada hasta por 90 días hábiles más. 
Ahora, frente a dicha hipótesis de “justificación”, en el hipotético caso de no haberse respetado estrictamente los términos para el acto de posesión del accionante, para la Sala, la situación histórica que se vive a nivel mundial, relacionada con el virus Covid 19 que incluso ha ocasionado la declaratoria de Emergencia Sanitaria, Social y Ecológica por parte del Gobierno Nacional, ha sido sin duda alguna una circunstancia que alteró el estado normal de las cosas y del ritmo de vida a nivel general, debiéndose efectuar múltiples adecuaciones y cambio del estilo acostumbrado de trabajo por parte de las autoridades públicas del orden territorial y nacional para cumplir con sus misiones institucionales, y aunque obviamente existen ciertos roles que, pese al caos, deben continuar con sus obligaciones, no podemos dejar de ver que la falta de planeación por ser esta una circunstancia surgida de manera imprevista y fortuita, puede válidamente llegar a generar dificultades en la materialización de actuaciones administrativas como las pretendidas por el hoy accionante. 
Si nos atenemos a lo anterior, la Sala debe anunciar que la decisión de primer nivel fue acertada, porque analizando la información obrante en el expediente, se observa que frente al asunto la entidad accionada emitió una respuesta que sin lugar a dudas debería generar en él un estado de tranquilidad, al tener presente que ya se procedió con su nombramiento y que ello era suficiente, como lo concluyó el A Quo, para declarar en su oportunidad de una carencia de objeto, teniendo en cuenta que los términos para la posesión no habían fenecido. Así las cosas, se le impartirá a la decisión revisada el aval que le corresponde.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JAIME PEÑALOZA GALVIS en contra de la GOBERNACIÓN DE RISARALDA. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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